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1. INTRODUCCIÓN 

En este capítulo se va a hacer un compendio de las cuestiones relevantes del 
derecho europeo relativas al ámbito tributario. Para comenzar se delimitará el 
concepto de derecho fiscal europeo y su distinción entre derecho fiscal originario 
y derivado. De esta forma, se hará referencia al procedimiento legislativo por el 
que se aprueban la mayoría de las iniciativas legislativas tributarias (directivas) 
que es el especial (a diferencia de la mayoría de las materias que siguen el 
procedimiento ordinario). Este procedimiento requiere unanimidad en el Consejo 
de la UE y dictamen preceptivo previo del Parlamento Europeo y del Comité 
Económico y Social. 

Aunque esta obra cuenta con un capítulo específico, se realiza también una 
breve referencia al “soft law” dada la relevancia que tiene en el ámbito tributario. 

También se destacan las cuestiones relativas a la aplicación del derecho 
tributario de la UE desde un punto de vista temporal (entrada en vigor) y espacial 
(las limitaciones que existen en su aplicación en algunos territorios de la UE así 
como algunas jurisdicciones terceras a las que se aplica alguna de estas normas 
como consecuencia de convenios internacionales). Finalmente, se hace 
referencia al principio de reserva de ley para las cuestiones tributarias a nivel 
interno, así como a la jurisprudencia en relación con la eficacia directa de algunas 
de estas normas. 

Otra cuestión relevante que se menciona es la relativa al control en la aplicación 
de las normas tributarias y el papel que le corresponde en esta cuestión a la 
Comisión Europea y al Tribunal de Justicia de la UE. 

A continuación, se hace una enumeración de las directivas existentes en materia 
de tributación con algunas notas distintivas de las mismas, así como de las 
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principales instituciones europeas que desempeñan un papel en relación con el 
derecho tributario de la UE. 

Finalmente, se finaliza este capítulo con una referencia a los retos para los 
próximos años en esta materia. 
 
2. CONCEPTO Y NATURALEZA 
2.1. LA DISTINCIÓN ENTRE DERECHO FISCAL ORIGINARIO Y DERIVADO 

El Derecho Fiscal de la Unión Europea puede definirse como la rama del 
Ordenamiento de la Unión que regula, coordina y limita el poder tributario de los 
estados miembros, o lo que es lo mismo, que incide en los sistemas tributarios 
internos1.  

Dentro del Derecho Fiscal europeo ha de distinguirse entre aquellas 
disposiciones contenidas en los Tratados que inciden de un modo u otro en los 
sistemas tributarios internos, que constituyen el Derecho Fiscal originario, y los 
actos de las instituciones, que integran el Derecho derivado. Este último se 
identifica con la política de armonización fiscal, que en consecuencia puede 
definirse como el conjunto de actos de las instituciones (normalmente Directivas) 
que tienden a la aproximación o de cualquier otro modo inciden en los sistemas 
tributarios internos.  

El Derecho fiscal originario está contenido fundamentalmente en las 
denominadas “disposiciones fiscales” del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (arts. 110 a 113 TFUE) así como en los arts. 30 y siguientes de dicho 
Tratado, que prohíben las exacciones de efecto equivalente a un derecho de 
aduana. Aunque también otras normas del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea (como los arts. 107 y siguientes, relativos a las ayudas públicas, o las 
libertades de establecimiento – art. 49 a 54 CE – y de circulación de capitales, 
personas y mercancías – arts. 45 a 48 CE -) tienen importantes consecuencias 
en materia fiscal.  

La primacía de los Tratados supone la necesidad de interpretar el derecho 
derivado de acuerdo con los mismos. Y si ello no es posible, la primacía de los 
Tratados impone, por regla general, la nulidad de las normas de la Unión que 
resulten incompatibles con ellos, si bien se atribuye al Tribunal de Justicia de la 
UE la competencia exclusiva para pronunciarse sobre la validez de los actos de 
las instituciones.  

En cuanto a los Tratados suscritos por los estados miembros entre sí solo se 
consideran válidos en la medida en que sean compatibles con el Derecho 
originario. En el caso de los celebrados con terceros estados con anterioridad a 
la entrada en vigor de los Tratados constitutivos queda el estado miembro 
afectado obligado a recurrir a los medios apropiados para eliminar las 
incompatibilidades que se hayan observado. Se pueden encontrar Sentencias 
del Tribunal de Justicia en relación con esta cuestión sobre los convenios de 
doble imposición.2 

El Derecho derivado está integrado por los actos de las instituciones de carácter 
normativo. Dentro de los actos normativos el art. 288 TFUE señala tres 

 
1 FALCON Y TELLA, R: “El derecho fiscal europeo” en Manual de Fiscalidad Internacional, IEF, 
2016. 
2 STJ de 21 de septiembre de 1999, C-307/97, Saint Gobain ZN, apartado 58. 
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categorías de actos vinculantes: los reglamentos, las decisiones y las directivas 
sin que exista una relación de jerarquía normativa. 

La directiva se distingue de las otras dos categorías desde el doble punto de 
vista de sus destinatarios y del contenido. A diferencia del Reglamento, el círculo 
de destinatarios se limita a uno, varios o todos los estados miembros. En esto se 
asemeja a la decisión, aunque la directiva no se dirige nunca a los particulares, 
sin perjuicio de que estos puedan alegarla bajo ciertas condiciones. 

En cuanto a su contenido, la directiva únicamente obliga en cuanto al resultado 
que deba conseguirse, es decir, establece una obligación de resultado para los 
estados, y en ello se diferencia de los reglamentos y las decisiones, que son 
vinculantes en todos sus elementos. Aunque en la práctica esta diferencia se ha 
visto muy diluida, sobre todo en materia fiscal, dado el carácter cada vez más 
detallado de las Directivas y el reconocimiento jurisprudencial de eficacia directa 
a las normas de la Directiva que sean incondicionadas y suficientemente 
precisas. 

La Directiva ha sido el instrumento normativo utilizado para la armonización 
fiscal. En materia de impuestos indirectos, la armonización se fundamenta en el 
art. 113 del TFUE y aunque este precepto únicamente se refiere a propuestas de 
la Comisión dirigidas al Consejo, que decidirá por unanimidad, en la práctica los 
estados han preferido siempre la directiva al reglamento, ya que ello les permite 
un cierto margen de maniobra en el momento de emanar las leyes de 
trasposición.  

En cuanto a la armonización de los impuestos directos, el Tratado no se refiere 
expresamente a ella, por lo que la base jurídica sobre la que se apoyan las 
instituciones comunitarias es el art. 115 TFUE, que contempla genéricamente la 
aproximación de las legislaciones y exige para ello la adopción de Directivas por 
unanimidad.  

La exigencia de unanimidad en materia fiscal supone un verdadero “derecho de 
veto” que ha retrasado, e incluso paralizado, numerosas propuestas de Directiva 
presentadas por la Comisión al Consejo. Por ejemplo, recientemente la Directiva 
sobre el impuesto sobre determinados servicios digitales3 o sobre una base 
común consolidada en el impuesto sobre sociedades4.  

2.2. EL SOFT LAW 

Según el artículo 288 TFUE, las instituciones también pueden emanar 
“recomendaciones” – invitaciones a actuar en un determinado sentido y 
“dictámenes” – que expresan una opinión o juicio de valor – sin carácter 
vinculante.  

En materia tributaria, la Comisión ha optado en ocasiones por una 
recomendación para preparar el terreno a Directivas o para expresar su opinión 
en materias sobre las que no considera posible lograr la unanimidad. Así, se 
pueden citar las dos5 recomendaciones6 de 6 de diciembre de 2012 sobre 
planificación fiscal agresiva y la relativa a las medidas encaminadas a fomentar 

 
3 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52018PC0148&from=PL 
4 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/ALL/?uri=CELEX%3A52016PC0683 
5 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32012H0772&from=EL 
6 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32012H0771 
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la aplicación, por parte de terceros países, de normas mínimas de buena 
gobernanza fiscal que fueron un antecedente de la propuesta de directiva 
antiabuso7 que se presentó años después. 

En este ámbito del soft law se debe citar especialmente el Código de Conducta 
de Fiscalidad Empresarial8 que fue acordado por los ministros de Hacienda en 
1997 como instrumento intergubernamental cuya finalidad era detectar y evaluar 
medidas fiscales preferentes (es decir, medidas que establecen un nivel de 
imposición considerablemente más bajo que el aplicable con carácter general) 
que pudieran resultar perjudiciales conforme a cuatro criterios establecidos: 

1. ¿Las ventajas están aisladas de la economía nacional? Por ejemplo, ¿se 
otorgan solo a no residentes, o solo con respecto a las operaciones 
realizadas con no residentes, o carecen de efecto en la base tributaria 
nacional? 

2. ¿Las ventajas se otorgan aun cuando no exista ninguna actividad económica 
real ni presencia económica sustancial en el Estado miembro que ofrece 
dichas ventajas fiscales? 

3. ¿Las normas para determinar los beneficios de los grupos multinacionales 
no se ajustan a los principios internacionalmente reconocidos, en particular 
a las normas acordadas por la OCDE? 

4. ¿Las medidas fiscales carecen de transparencia? Por ejemplo, en 
situaciones en que las disposiciones legales se flexibilizan en el ámbito 
administrativo de una manera poco transparente. 

Está formado por representantes de alto nivel de los estados miembros y de la 
Comisión Europea. Más recientemente se revisó su mandato para ampliar su 
ámbito de aplicación e incluir también las denominadas características fiscales 
de aplicación general que generen oportunidades de desimposición o que 
conlleven el empleo de múltiples ventajas fiscales. Una de las cuestiones más 
destacadas que se elabora en este grupo de trabajo es la lista de jurisdicciones 
no cooperativas. 

Las cuestiones relativas al soft law y a la lista de jurisdicciones no cooperativas 
son analizadas en otro capítulo de esta obra. A estos efectos, se pueden tener 
en cuenta algunos grupos de trabajo que reúnen a expertos de los estados 
miembros (y en algunos casos de la sociedad civil) y en los que se debaten 
cuestiones tributarias preparando futuras iniciativas legislativas de la Comisión o 
analizando la implementación de otras existentes y en los que pueden emitirse 
recomendaciones sobre las mismas. Así, destacan el grupo del futuro del IVA, el 
comité de expertos de impuestos especiales, el grupo IV de fiscalidad directa o 
la plataforma de buena gobernanza fiscal. Por otro lado, el grupo TADEUS reúne 
a los directores de las Agencias Tributarias de los estados miembros y en el 
mismo se analizan cuestiones relativas a su ámbito de actuación de cara a 
coordinar políticas e intercambiar prácticas de utilidad. 

2.3. LA APLICACIÓN DEL DERECHO FISCAL DE LA UE 

 
7 Directiva (UE) 2016/1164 del Consejo de 12 de julio de 2016 por la que se establecen normas 
contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado 
interior. 
8 https://www.consilium.europa.eu/en/council-eu/preparatory-bodies/code-conduct-group/ 
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La eficacia directa se reconoce por la jurisprudencia a la mayoría de las 
disposiciones del Tratado, salvo las de carácter meramente programático. Entre 
las disposiciones fiscales del Tratado de Funcionamiento, solo el art. 113 tiene 
carácter programático.  

En materia tributaria, la reserva de ley impone normalmente la adopción de 
normas internas dotadas de este rango para ejecutar las Directivas de 
armonización. La jurisprudencia, sin embargo, ha extendido la eficacia directa a 
determinadas disposiciones de las Directivas que no han sido ejecutadas 
correctamente o no lo han sido dentro de plazo. En general, la eficacia directa 
alcanza a todas las normas de las Directivas de armonización fiscal que sean 
incondicionadas y suficientemente precisas. Dado que las Directivas son cada 
vez más detalladas en este ámbito, ello supone que la mayoría de sus preceptos 
están dotados de eficacia directa y generan, en consecuencia, derechos e 
intereses que el contribuyente puede legítimamente hacer valer frente al Estado. 
En particular, tienen eficacia directa todos aquellos preceptos que establecen 
una exención o beneficio fiscal, o un supuesto de no sujeción, aunque la directiva 
remita a las condiciones fijadas por cada estado para evitar todo fraude o abuso. 

Las normas comunitarias producen efectos desde su entrada en vigor hasta que 
transcurre el plazo previsto en las mismas o son derogadas por otras posteriores. 
Los reglamentos entran en vigor a los 20 días de su publicación en el Diario 
Oficial de la Unión Europea, salvo que fijen una fecha diferente. Las Directivas 
(que normalmente fijan un plazo concreto para su ejecución) y las decisiones no 
necesitan ser publicadas en el Diario Oficial, sino que se notifican a sus 
destinatarios y surten efectos a partir de tal notificación. 

Al igual que las normas internas, también las normas de la Unión pueden tener 
eficacia retroactiva (salvo las Directivas, que a lo sumo podrían obligar a los 
Estados a introducir medidas con carácter retroactivo, pero no ser ellas mismas 
retroactivas). La jurisprudencia exige que la retroactividad se establezca 
expresamente, no vulnere la confianza legítima de los interesados y se motive 
de forma clara e inequívoca. 

En cuanto al ámbito espacial, el Ordenamiento de la Unión es aplicable en 
principio en todo el territorio de los estados miembros, aunque existen 
situaciones específicas por razones históricas que afectan a partes del territorio 
de algunos estados y a terceros países que configuran los regímenes especiales. 
Así, en el caso de España, destaca el caso de territorios integrados en la UE con 
excepciones en la aplicación de determinadas normas, como las aduaneras 
(Ceuta y Melilla) o las fiscales (Canarias, Ceuta y Melilla). 

Desde el 1 de enero de 1994, fecha de entrada en vigor del Acuerdo mediante 
el que se crea el Espacio Económico Europeo, las cuatro libertades 
fundamentales extienden sus efectos a tres estados que no forman parte de la 
UE: Islandia, Liechtenstein y Noruega. El Espacio Económico Europeo incluye 
entre sus objetivos la eliminación de los obstáculos a la libre circulación de 
mercancías, servicios, capital y personas entre los estados que lo integran. No 
obstante, difiere del mercado único de la Unión en que no comprende todos los 
sectores políticos; la política agrícola común y la política pesquera son sectores, 
en principio, excluidos del ámbito del Acuerdo. El Espacio Económico Europeo 
tampoco cubre los impuestos indirectos ni la política económica y comercial 
exterior común (arancel aduanero común, medidas antidumping, etc). 
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Finalmente, conviene observar que el art. 63 TFUE prohíbe toda restricción a los 
movimientos de capitales que se producen no sólo entre los estados miembros 
sino también entre estados miembros y terceros países. 

2.4. EL CONTROL DE LA ADAPTACIÓN AL DERECHO INTERNO 

El ordenamiento de la Unión no afecta en principio al reparto interno de 
competencias siempre que ello no se traduzca en incumplimiento. Lo que 
supone, entre otras cosas, que en los regímenes de concierto y convenio las 
Directivas de armonización fiscal han de ejecutarse por los territorios históricos 
del País Vasco y por la Comunidad de Navarra en el ámbito de sus respectivas 
competencias.  

Igualmente, el principio de autonomía conlleva la necesidad de respetar las 
reglas sobre producción de normas establecidas por la Constitución en materia 
tributaria, como la reserva de ley (art. 31.3) o la prohibición de crear tributos a 
través de la ley de presupuestos. Es frecuente que la ley propia de cada tributo 
autorice genéricamente a la Ley de Presupuestos a introducir las modificaciones 
que resulten necesarias para ejecutar las directivas de armonización fiscal. 

Al margen de los recursos de personal y de las acciones indemnizatorias, los 
actos y omisiones de las instituciones comunitarias pueden ser objeto de un 
recurso de anulación o de un recurso por inactividad, ambos directamente ante 
el Tribunal de Justicia de la UE. 

El Tratado de Funcionamiento dispone al efecto un recurso a través del cual el 
Tribunal de Justicia puede declarar la existencia del incumplimiento. Cuando la 
Comisión considere que un estado miembro ha incumplido el Derecho de la 
Unión, podrá iniciar un procedimiento administrativo (expediente de infracción) a 
través del envío de una carta de emplazamiento que puede concluir con un 
dictamen motivado mediante el que se insta al estado incumplidor a tomar las 
medidas necesarias para corregir la vulneración detectada en los plazos que 
aquélla considere oportunos (generalmente dos meses).  

Pasado dicho plazo, la Comisión podrá denunciar al estado miembro ante el 
Tribunal de Justicia, pudiendo éste dar la razón al estado miembro o bien, dar la 
razón a la Comisión y declarar que el estado en cuestión ha incumplido con las 
obligaciones estipuladas en los Tratados. Como consecuencia del 
incumplimiento se puede estipular una multa coercitiva contra dicho estado 
mientras perdure la situación condenada por el Tribunal de Luxemburgo. 

En cualquier caso, la sentencia que declara un incumplimiento puede ser 
invocada ante los Tribunales internos para que inapliquen las disposiciones 
declaradas incompatibles, ya que la interpretación del TJUE se impone a todas 
las jurisdicciones nacionales que, si desean apartarse de la misma, deben 
previamente plantear cuestión prejudicial para dar ocasión al Tribunal a 
reconsiderar su postura. 

La cuestión prejudicial constituye la figura procesal básica del derecho de la 
Unión a través de la cual la jurisprudencia ha sentado las doctrinas centrales de 
toda la construcción técnica de este sector del ordenamiento. En materia fiscal 
aproximadamente el 80 por 100 de los asuntos que han accedido al Tribunal han 
llegado a través de esta vía. 
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Dado que el derecho de la Unión forma parte del ordenamiento interno, el control 
de la aplicación de aquél se efectúa a través de las vías de recurso previstas en 
cada ordenamiento, pues también a efectos de control rige el principio de 
autonomía institucional y procedimental. En nuestro ordenamiento, por tanto, el 
control de la adecuación del ordenamiento interno al europeo se efectúa, en 
materia tributaria, fundamentalmente a través del recurso de reposición, de las 
reclamaciones económico-administrativas y del recurso en vía contencioso-
administrativa. 

Todos los jueces y Tribunales internos se convierten así en jueces de la Unión 
que deben aplicar las Directivas de armonización fiscal y demás normas 
europeas, dejando inaplicadas en caso necesario las normas internas 
incompatibles (tratándose de un conflicto con Directivas de la Unión, solo si éstas 
últimas están dotadas de eficacia directa y, por tanto, de primacía). 

La STJUE de 21 de enero de 2020, C-274/14, ha declarado que no cabe que el 
Tribunal Económico Administrativo Central (TEAC) pueda plantear una cuestión 
prejudicial, ya que no puede calificarse a dicho organismo de órgano 
jurisdiccional a efectos del art. 267 TFUE, toda vez que los tribunales económico-
administrativos no cumplen con la exigencia de independencia, en su aspecto 
interno, que caracteriza a los órganos jurisdiccionales.  

Según una reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE9, en caso 
de declaración de incumplimiento el Estado queda obligado a suprimir con 
efectos retroactivos las consecuencias de la infracción, lo que en el ámbito 
tributario se traduce en el derecho a la devolución de las cantidades ingresadas 
de acuerdo con la normativa interna incompatible con el ordenamiento de la 
Unión. Igualmente, la interpretación que resulta de una cuestión prejudicial se 
aplica retroactivamente incluso a relaciones nacidas y constituidas antes de la 
sentencia. 

Los requisitos de forma y de fondo para solicitar la devolución son los previstos 
en el ordenamiento interno, pero no pueden ser menos favorables que los 
correspondientes a reclamaciones similares de carácter interno ni articularse de 
tal manera que hagan imposible en la práctica el derecho a la devolución. 

En relación con la prescripción, no cabe duda alguna de que la misma puede 
oponerse por la Administración para negarse a devolver las cantidades 
ingresadas en exceso, pues la jurisprudencia del Tribunal de Justicia reconoce 
con toda claridad la posibilidad de aplicar los plazos internos siempre que sean 
razonables10. Por tanto, el plazo de cuatro años que rige en nuestro 
ordenamiento resultará aplicable. 

Respecto al abono de intereses y la cuantía de éstos habrá que estar a lo previsto 
en el ordenamiento interno para la devolución de ingresos indebidos (STJUE 21 
de mayo de 1976, Roquette II), lo que en el caso español supone el devengo de 
intereses desde el momento del ingreso, al tipo previsto para el interés de 
demora tributario. 

 
9 Sentencias San Giorgio, de 9 de noviembre 1983, Barra, de 2 de febrero 1988, Enmot, de 25 
de julio 1991, Johnson, de 6 diciembre 1994, y BP Soupergaz, de 6 de julio 1995. 
10 Sentencias de 17 de junio de 1997, Haar Texaco y GT-Link y Sentencia de 17 de noviembre 
de 1998, Aprile, C-228/96. 
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Todo ello, sin perjuicio, de la posibilidad excepcional de que el propio Tribunal de 
Justicia limite en el tiempo los efectos de su sentencia, lo que ha de hacerse de 
forma expresa en la propia sentencia, sin que por razones de seguridad jurídica 
pueda presumirse en ningún caso.  

En un capítulo específico de esta obra se analiza la jurisprudencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea. 
 
3. CONTENIDO 
3.1. DIRECTIVAS DE TRIBUTACIÓN EMPRESARIAL  
3.1.1. Directiva matriz-filial11 

Se trata de una Directiva de la UE diseñada para facilitar el correcto 
funcionamiento de la tributación de los grupos de empresas en toda la UE. Sus 
objetivos son eximir de la retención en origen a los dividendos y otras 
distribuciones de beneficios pagados por las filiales a su matriz12 así como 
eliminar la doble imposición de dichos ingresos a nivel de la matriz.  

Las empresas afectadas son las sociedades anónimas, las sociedades de 
responsabilidad limitada, ciertas cooperativas, las mutuas, las cajas de ahorros, 
los fondos, las sociedades europeas y las sociedades cooperativas europeas. 
No deben tener su domicilio fiscal fuera de la UE y deben estar sujetas al 
impuesto sobre sociedades sin opción ni exención. 

Como medidas que incluye destacan: 

- Prevención de la doble imposición: Los beneficios que una matriz obtiene 
de una filial no deben tributar. Si tributan, la matriz puede deducir el 
impuesto pagado por la filial y cualquier filial de nivel inferior. 

- Prevención de la doble no imposición: Los beneficios que una matriz 
obtiene de una filial deben tributar si estos beneficios son deducibles para 
la filial. Esto tiene como objetivo evitar que las empresas programen 
pagos dentro del grupo para beneficiarse de la doble no imposición. 

- Deducción de gastos sobre los beneficios: Los gastos relacionados con la 
participación y cualquier pérdida de capital derivada de la distribución de 
los beneficios de la filial pueden deducirse de los beneficios imponibles de 
la matriz, según la normativa nacional. 

- Exención de retención en la fuente: Los beneficios distribuidos por una 
filial a su matriz están exentos de retención en la fuente, excepto el pago 
anticipado del impuesto de sociedades realizado en relación con una 
distribución de beneficios a la matriz. 

En 2015 se modificó13 la Directiva para añadir normas antiabuso para prevenir 
el uso indebido en términos de evasión fiscal, fraude fiscal o prácticas abusivas. 
Se trata de abordar un mecanismo o una serie de mecanismos que no son 
auténticos, es decir, que no reflejan la realidad económica.  

 
11 Directiva (UE) 2011/96 del Consejo, de 30 de noviembre de 2011, relativa al régimen fiscal 
común aplicable a las sociedades matrices y filiales de estados miembros diferentes. 
12 Una matriz es una empresa de un estado miembro de la UE que posee una participación 
mínima del 10% en el capital de una empresa de otro estado miembro.  
13 Directiva (UE) 2015/121 del Consejo de 27 de enero de 2015 
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3.1.2. Directiva de Intereses y Cánones14 

Se trata de una Directiva de la UE que garantiza que los pagos transfronterizos 
de intereses y cánones intragrupo se consideren pagos puramente nacionales 
cuando se cumplan las condiciones de la Directiva. Sus principales objetivos son 
evitar la doble imposición y reducir los costes de cumplimiento normativo. 

La Directiva suprime las retenciones en origen sobre los pagos de cánones e 
intereses recaudados en el país de origen de la UE cuando son recibidos por 
una empresa del grupo en otro estado miembro de la UE. Su objetivo es 
garantizar que los pagos no se graven en más de un país (doble imposición). 

Los pagos de intereses y cánones que se originen en un país de la UE están 
exentos de cualquier impuesto que grave dichos pagos en dicho país, siempre 
que la empresa que los reciba sea una empresa del grupo de otro país de la UE 
o un establecimiento permanente situado en otro país de la UE.  

Al igual que en la Directiva Matriz-filial los beneficios solo se conceden a las 
empresas que estén sujetas al impuesto de sociedades en la UE, sean 
residentes fiscales en un estado miembro de la UE y sean de un tipo enumerado 
en el anexo de la Directiva. 

3.1.3. Directiva de fusiones15 

Se trata de una Directiva de la UE que regula el régimen fiscal común aplicable 
a las fusiones, escisiones, escisiones parciales, aportaciones de activos y canjes 
de acciones. Su objetivo es eliminar los obstáculos fiscales a las 
reorganizaciones transfronterizas que afecten a empresas situadas en dos o más 
estados miembros. La Directiva también abarca el traslado del domicilio social 
de una Sociedad Anónima Europea (SE) o una Sociedad Cooperativa Europea 
(SCE).  

Durante una fusión, escisión o escisión parcial, las ganancias de capital se 
gravan cuando se realizan y no en el momento de la operación. El capital de la 
sociedad absorbente que se transfiere a un accionista de la sociedad absorbida 
no debe dar lugar a la tributación de las rentas, beneficios o ganancias de capital 
de dicho accionista. Las provisiones o reservas, total o parcialmente exentas de 
impuestos, pueden ser trasladadas a los establecimientos permanentes de la 
sociedad receptora. 

Durante el traslado del domicilio social de SE o SCE, las rentas, beneficios o 
ganancias de capital de sus accionistas no deben tributar. Las ganancias 
derivadas de la posterior transferencia de capital de la SE o SCE pueden tributar. 
Las provisiones o reservas, total o parcialmente exentas de impuestos, pueden 
ser trasladadas a un establecimiento permanente de la SE o SCE situado en el 
país de la UE del domicilio social original. 

 
14 Directiva 2003/49/CE del Consejo de 3 de junio de 2003 relativa a un régimen fiscal común 
aplicable a los pagos de intereses y cánones efectuados entre sociedades asociadas de 
diferentes estados miembros. 
15 Directiva 2009/133/CE del Consejo de 19 de octubre de 2009 relativa al régimen fiscal común 
aplicable a las fusiones, escisiones, escisiones parciales, aportaciones de activos y canjes de 
acciones realizados entre sociedades de diferentes estados miembros y al traslado del domicilio 
social de una SE o una SCE de un estado miembro a otro.  
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3.1.4. Directiva contra la elusión fiscal16 

Esta Directiva contiene medidas jurídicamente vinculantes contra las prácticas 
abusivas que todos los estados miembros están obligados a aplicar para 
contrarrestar las formas comunes de planificación fiscal agresiva. 

La Directiva establece un nivel mínimo de protección contra la elusión fiscal 
corporativa en la UE, a la vez que garantiza un entorno más justo y estable para 
las empresas. 

Contiene cinco medidas: 

- Las normas de limitación de intereses que desincentivan los acuerdos 
intragrupo de financiación diseñados para minimizar la tributación. 

- Las normas de tributación de salida que impiden que las empresas eludan 
impuestos al reubicar activos. 

- La norma de transparencia fiscal internacional (Controlled Foreign 
Corporations) que disuade el traslado de beneficios a una empresa 
dependiente en un país con baja tributación para reducir los beneficios 
imponibles. 

- La norma general antiabuso que contrarresta la planificación fiscal 
agresiva cuando otras normas no son aplicables. 

- La norma de ajuste a los híbridos que impide que las empresas 
aprovechen los desajustes en las normas nacionales para eludir 
impuestos (asimetrías híbridas).  

Todas las normas están en vigor desde el 1 de enero de 2020, excepto la relativa 
a los híbridos que está en vigor desde el 1 de enero de 202217.  

La Comisión Europea reconoció que en cinco estados miembros había una 
medida doméstica equivalente a la regla sobre la limitación a la deducibilidad del 
gasto financiero de la Directiva y les concedió la prórroga de manera que tal 
como preveía la Directiva han podido comenzar a aplicar la medida a partir del 1 
de enero de 2024. Estos Estados fueron: España, Grecia, Francia, Eslovaquia y 
Eslovenia.  

3.1.5. Directiva sobre una imposición mínima en el impuesto sobre 
sociedades18  

Se trata de una directiva de la UE que formaliza la implementación por parte de 
la UE de las normas del denominado “pilar 2”, acordadas en el marco del acuerdo 
global sobre la reforma fiscal internacional de 2021. Los estados miembros 
deberían haber traspuesto las disposiciones de la Directiva a su legislación 
nacional antes del 31 de diciembre de 2023, aplicando dichas medidas en los 
ejercicios fiscales que comiencen en enero de 2024. 

 
16 Directiva (UE) 2016/1164 del Consejo de 12 de julio de 2016 por la que se establecen normas 
contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado 
interior.  
17 La Directiva (UE) 2017/952 del Consejo de 29 de mayo de 2017 por la que se modifica la 
Directiva (UE) 2016/1164 en lo que se refiere a las asimetrías híbridas con terceros países amplió 
las normas relativas a las asimetrías híbridas. 
18 Directiva (UE) 2022/2523 del Consejo relativa a la garantía de un nivel mínimo global de 
imposición para los grupos de empresas multinacionales y los grupos nacionales de gran 
magnitud en la Unión. 
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La imposición mínima de sociedades es una de las dos líneas de trabajo 
acordadas por los miembros del Marco Inclusivo de la OECD/G20, un foro de 
más de 140 países y jurisdicciones que trabajaron en la solución de dos pilares 
para abordar los retos fiscales de la economía digital.  

3.1.6. Directiva FASTER19 

Se trata de una Directiva de la UE que pretende que los procedimientos de 
retención de impuestos en la UE sean más eficientes y seguros para los 
inversores, los intermediarios financieros y las administraciones tributarias 
nacionales. Como hitos básicos de la directiva destacan: 

- Un certificado digital común de residencia fiscal en la UE (eTRC). Los 
estados miembros establecerán un proceso automatizado para emitir 
certificados digitales de residencia fiscal a las personas físicas o entidades 
consideradas residentes en su jurisdicción a efectos fiscales. 

- Dos procedimientos acelerados que complementen el procedimiento 
estándar de devolución de retenciones fiscales. Los estados miembros 
deberán utilizar uno o ambos de los siguientes sistemas20: 

• Un procedimiento de desgravación fiscal en origen, en el que el tipo 
impositivo correspondiente se aplica en el momento del pago de 
dividendos o intereses. 

• Un sistema de devolución rápida, en el que el reembolso de las 
retenciones fiscales pagadas en exceso se concede dentro de un plazo 
determinado. 

- Información estandarizada para intermediarios financieros. Se establece una 
obligación estandarizada para los intermediarios financieros (como bancos 
o plataformas de inversión). Esto facilitará a las autoridades fiscales 
nacionales la detección de posibles fraudes o abusos fiscales. Los estados 
miembros establecerán registros nacionales donde los intermediarios 
financieros grandes (y opcionalmente los más pequeños) deberán 
registrarse para obtener la certificación. Para simplificar este procedimiento 
de registro, el Consejo acordó crear un Portal Europeo de Intermediarios 
Financieros Certificados.  

Los estados miembros deben trasponer la directiva antes del 31 de diciembre de 
2028 y las reglas se aplicarán desde el 1 de enero de 2030. 

3.2. DIRECTIVA PARA LA RESOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS21 

Se trata de una Directiva de la UE que establece normas para la resolución 
rápida y eficaz de litigios relacionados con la interpretación y aplicación de 
convenios fiscales, tanto para empresas como para ciudadanos. La Directiva 
entró en vigor el 1 de julio de 2019. 

Aborda cuestiones relacionadas con la doble imposición: cuando dos o más 
países gravan los mismos ingresos o beneficios de una empresa o persona. Esto 
ocurre, por ejemplo, debido a una discrepancia en las normas nacionales o a 

 
19 Directiva (UE) 2025/50 del Consejo de 10 de diciembre de 2024 relativa a un ajuste de las 
retenciones en origen practicadas en exceso más rápido y seguro 
20No obstante, los estados miembros tendrán la opción de mantener sus procedimientos actuales 
en determinadas circunstancias. 
21 Directiva (UE) 2017/1852 del Consejo de 10 de octubre de 2017 relativa a los mecanismos de 
resolución de litigios fiscales en la UE 
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diferentes interpretaciones de las normas sobre precios de transferencia en un 
convenio fiscal bilateral. Como aspectos clave de la directiva se pueden 
destacar: 

- Obligación claramente definida y exigible para los estados miembros de 
resolver el litigio dentro de un plazo establecido. 

- Recurso de los contribuyentes ante los tribunales nacionales para 
desbloquear el procedimiento. 

- Eliminación de la doble imposición en conflictos derivados de un convenio. 

En caso de que el litigio no se resuelva mediante el procedimiento amistoso22 el 
contribuyente puede solicitar la constitución de una Comisión Consultiva que 
estará compuesta por las autoridades tributarias de los estados miembros 
implicados y tres personas independientes.  Deberá emitir su dictamen en un 
plazo de seis meses y con base a ese dictamen las autoridades nacionales 
competentes adoptan una decisión final. Si no logran acordar una decisión final 
a tiempo, el dictamen será vinculante para dichas autoridades. Se está 
negociando un convenio para la creación de una comisión permanente que está 
previsto que se finalice en 2025. 

En este ámbito también se debe tener en cuenta el Convenio de Arbitraje de la 
UE23. Se trata de un convenio intergubernamental con un procedimiento para 
eliminar la doble imposición en los casos específicos de precios de transferencia. 
Si las autoridades de los estados miembros agotan la vía del procedimiento 
amistoso se presenta el caso ante una comisión consultiva que propone una 
forma de resolver el litigio. 

En esta materia de precios de transferencia se debe mencionar el foro conjunto 
de la UE24 sobre precios de transferencia en el ámbito de la fiscalidad de las 
empresas que elaboró un Código de Conducta para la aplicación efectiva del 
Convenio. 

3.3. DIRECTIVA DE COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA 

A través de la Directiva 2011/16/UE del Consejo de 15 de febrero de 2011 relativa 
a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, los estados 
miembros de la UE pueden utilizar mecanismos como el intercambio automático 
de información y el intercambio de información previa petición para garantizar 
que los ingresos extranjeros estén sujetos a impuestos. 

Esta Directiva abarca a todos los contribuyentes, tanto personas físicas como 
jurídicas. Si bien se centra en la tributación directa, también puede utilizarse para 
otros fines, como el IVA, los derechos de aduana, los impuestos especiales y la 
recuperación de deudas tributarias. Desde el 1 de enero de 2026, la Directiva 
también puede utilizarse para combatir el blanqueo de capitales y aplicar 
sanciones en la UE. 

 
22 Procedimiento administrativo entre las autoridades tributarias de los estados miembros que 
intervienen en un litigio fiscal. Durante el procedimiento amistoso, las autoridades nacionales 
procuran resolver el litigio en un plazo de dos años, o de tres años si el procedimiento se prorroga 
debido a una solicitud justificada.  
23 Convenio 90/436/CEE relativo a la supresión de la doble imposición en caso de corrección de 
los beneficios de empresas asociadas. 
24 Se trata de un foro cuyo mandato ya terminó que se creó en 2002 para apoyar a la Comisión 
Europea proponiendo soluciones pragmáticas y no legislativas a los problemas prácticos que 
plantean las prácticas de precios de transferencia en la UE. 
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La Directiva se ha modificado ocho veces (la más reciente es la DAC9). El 
intercambio de información se realiza de tres formas: automática, previa solicitud 
y espontánea, específicas para el tipo de información que se intercambia. La 
información se intercambia entre autoridades competentes a través de una red 
segura, lo que garantiza la confidencialidad y la privacidad. 

El intercambio automático de información (AEOI) consiste en la comunicación 
sistemática de información predefinida de la administración tributaria de un país 
de la UE a la administración tributaria de otro país de la UE. La Directiva y sus 
modificaciones incluyen la siguiente información a intercambiar de manera 
automática: 

• DAC1.- Cinco categorías de ingresos y activos: ingresos del trabajo, ingresos 
por pensiones, honorarios de directores, ingresos y propiedad de bienes 
inmuebles, y productos de seguros de vida. Las regalías y los dividendos no 
custodiados se añaden a estas categorías tras la DAC7 y DAC8. 

• DAC2.- Información sobre activos financieros y cuentas. 

• DAC3.- Resoluciones fiscales transfronterizas y acuerdos previos de 
valoración de precios. 

• DAC4.- Informes país por país de las empresas multinacionales. 

• DAC6.- Acuerdos transfronterizos potencialmente perjudiciales desde el 
punto de vista fiscal. 

• DAC7.- Ingresos generados por vendedores en plataformas digitales en 
línea. 

• DAC8.- Información sobre criptoactivos. 

• DAC9.- Información requerida para la aplicación del pilar 2. 

El intercambio de información previa solicitud se utiliza cuando un estado 
miembro de la UE necesita información adicional de otro estado miembro a 
efectos fiscales y la información solicitada sea relevante para la situación fiscal 
de uno o varios contribuyentes. Se realizará mediante una solicitud presentada 
por el estado miembro de la UE solicitante al estado miembro requerido en un 
caso específico. 

El intercambio espontáneo de información tiene lugar si un país de la UE 
descubre información relevante o útil para otro estado miembro en materia 
tributaria. Se realiza mediante la comunicación no sistemática en cualquier 
momento y sin solicitud previa, de información de un estado miembro de la UE a 
otro. 

La DAC5 garantiza que las autoridades tributarias tengan acceso a la 
información sobre la titularidad real recopilada de conformidad con la legislación 
contra el blanqueo de capitales. 

Esta Directiva permite también otras formas de cooperación administrativa, como 
la presencia de funcionarios de un estado miembro de la UE en las oficinas de 
las autoridades tributarias de otro país de la UE o durante las investigaciones 
administrativas que se llevan a cabo en ellas.  

También abarca los controles simultáneos que permiten a dos o más estados 
miembros de la UE realizar controles de personas con intereses comunes o 
complementarios y las solicitudes de notificación de las decisiones emitidas por 
la autoridad de otro estado miembro. La última actualización de esta lista incluyó 
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disposiciones para inspecciones conjuntas aplicables a partir del 1 de enero de 
2024. 

3.4. NORMATIVA EN EL ÁMBITO DE LA IMPOSICIÓN INDIRECTA 
3.4.1. El Impuesto sobre el Valor Añadido25 

La Directiva del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) constituye la piedra 
angular para armonizar las legislaciones nacionales en materia de IVA en toda la 
UE. Así: 

- Establece el marco de aplicación del IVA a las operaciones de diversas 
actividades económicas, como las entregas de bienes y servicios, las 
adquisiciones intracomunitarias, las importaciones y otras operaciones 
pertinentes. 

- Establece las normas que rigen los tipos del IVA, incluyendo los tipos normal, 
reducido, superreducido y cero, permitiendo al mismo tiempo cierto grado de 
autonomía a los estados miembros. 

- Establece las normas para determinar el lugar de prestación, especialmente 
en situaciones transfronterizas, con el fin de garantizar la coherencia y la 
claridad en la aplicación de los impuestos, evitando así casos de doble 
imposición o no imposición. 

- Incorpora regímenes especiales de IVA para categorías específicas de 
contribuyentes, como las pequeñas empresas, y exenciones para 
determinados tipos de suministros. 

- Impone requisitos de facturación y registro por parte de los sujetos pasivos, 
facilitando el cumplimiento normativo y agilizando la administración tributaria. 

- Establece las normas sobre los procedimientos de deducción del IVA para 
las devoluciones del IVA, permitiendo a las empresas solicitar devoluciones 
y recuperar el IVA soportado en gastos comerciales legítimos.  

Cada estado miembro es responsable de trasponer las disposiciones de la 
Directiva del IVA en la legislación nacional; aplicarlas correctamente en su 
territorio, de conformidad con las medidas de aplicación de la UE; y de informar 
sobre la interpretación y aplicación de estas disposiciones. 

 
25 La principal es la Directiva 2006/112/CE del Consejo de 28 de noviembre de 2006 relativa al 
sistema común del impuesto sobre el valor añadido. Otras Directivas a tener en cuenta en este 
ámbito son:  

- Directiva 2008/9/CE del Consejo de 12 de febrero de 2008 por la que se establecen 
disposiciones de aplicación relativas a la devolución del IVA, a sujetos pasivos no 
establecidos en el Estado miembro de devolución, pero establecidos en otro estado 
miembro. 

- Decimotercera Directiva del Consejo de 17 de noviembre de 1986 en materia de 
armonización de las legislaciones de los estados miembros relativas a los impuestos 
sobre el volumen de los negocios – Modalidades de devolución del IVA a los sujetos 
pasivos no establecidos en el territorio de la Comunidad. 

- Directiva 2009/132/CE del Consejo de 19 de octubre de 2009 que delimita el ámbito de 
aplicación del artículo 143, letras b) y c) de la Directiva 2006/112/CE en lo referente a la 
exención del IVA de algunas importaciones definitivas de bienes. 

- Directiva 2006/79/CE del Consejo de 5 de octubre de 2006 relativa a las franquicias 
aplicables a la importación de mercancías objeto de pequeños envíos sin carácter 
comercial provenientes de terceros países. 

- Directiva 2007/74/CE del Consejo de 20 de diciembre de 2007 relativa a la franquicia del 
IVA y de los IIEE de las mercancías importadas por viajeros procedentes de terceros 
países. 
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Al aplicar estas disposiciones, los estados miembros están obligados por: 

- El Reglamento de Ejecución del IVA26, que contiene medidas de ejecución 
vinculantes y directamente aplicables para garantizar la aplicación uniforme 
de las normas de la Directiva del IVA; y 

- El Reglamento de Cooperación Administrativa del IVA27, que establece 
normas sobre la cooperación entre los estados miembros y mecanismos 
para combatir el fraude del IVA. 

Los estados miembros pueden acceder a orientación no vinculante sobre la 
aplicación de la Directiva del IVA a través de: 

- El Comité del IVA, que asesora para promover la aplicación uniforme de la 
Directiva del IVA. Se creó en virtud del artículo 398 de la Directiva y al ser un 
comité meramente consultivo y no tener competencias legislativas, no puede 
adoptar decisiones jurídicamente vinculantes. No obstante, puede ofrecer 
orientación sobre la aplicación de la Directiva.   

Algunas disposiciones de la Directiva del IVA exigen que los estados 
miembros consulten al Comité del IVA antes de aplicar en su legislación 
nacional las opciones que les ofrece dicha Directiva. No todas las 
disposiciones opcionales de la Directiva del IVA requieren la consulta previa 
del Comité del IVA. En su lugar, los estados miembros podrían tener que 
notificar al Comité del IVA una vez que la legislación nacional haya entrado 
en vigor.  

El Comité del IVA también examina las cuestiones relativas a la aplicación 
de las disposiciones de la UE en materia de IVA planteadas por la Comisión 
o un estado miembro. Como resultado del debate, el Comité del IVA puede 
acordar directrices sobre asuntos específicos. 

De conformidad con el artículo 397 de la Directiva del IVA, el Consejo, por 
unanimidad y a propuesta de la Comisión, puede adoptar las medidas 
necesarias para su aplicación. Sobre esta base, algunas directrices 
acordadas por el Comité del IVA se han convertido en medidas de aplicación 
vinculantes. Estas medidas, directamente aplicables sin trasposición al 
derecho nacional, se encuentran en el Reglamento de Ejecución del IVA. 

- Las Directrices / notas explicativas de la Comisión sobre el IVA, que ofrecen 
orientación práctica e informal sobre la aplicación de las disposiciones de la 
Directiva del IVA. 

Además, los estados miembros pueden haber sido autorizados a establecer 
excepciones a las normas comunes del IVA para simplificar el procedimiento de 
cobro del impuesto o para prevenir ciertos tipos de evasión o elusión fiscal. 

3.4.2. Los Impuestos Especiales 

Los impuestos especiales son impuestos indirectos sobre la venta o el consumo 
de productos específicos, como el alcohol, el tabaco, los productos energéticos 
y la electricidad. Existen normas comunes para garantizar que los impuestos 

 
26 Reglamento de Ejecución (UE) nº 282/2011 del Consejo de 15 de marzo de 2011 por el que se 
establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del 
impuesto sobre el valor añadido. 
27 Reglamento (UE) nº 904/2010 del Consejo de 7 de octubre de 2010 relativo a la cooperación 
administrativa y la lucha contra el fraude en el ámbito del impuesto sobre el valor añadido.  
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especiales se apliquen de la misma manera y a los mismos productos en toda la 
Unión.  

3.4.2.1. Normativa horizontal 

Estas disposiciones comunes se recogen en la Directiva del Consejo sobre el 
régimen general de los impuestos especiales28 y establece normas para: 

- Las categorías de productos a los que los países de la UE deben aplicar 
impuestos especiales; 

- Los principios sobre la procedencia de los ingresos por impuestos 
especiales; 

- La producción, el almacenamiento y la circulación de productos sujetos a 
impuestos especiales; 

- Los tipos de operadores autorizados de impuestos especiales; 

- La circulación comercial de productos sujetos a impuestos especiales 
pagados; y 

- La armonización entre los procedimientos de impuestos especiales y 
aduaneros. 

3.4.2.2. Los Impuestos Especiales sobre el Alcohol29 

Además de estar sujetos a las normas comunes sobre impuestos especiales, la 
UE establece tipos mínimos armonizados de impuestos especiales sobre el 
alcohol y las bebidas alcohólicas. La legislación de la UE sobre impuestos 
especiales sobre el alcohol abarca: 

- Impuestos especiales sobre bebidas alcohólicas; 

- Disposiciones específicas para productos de producción local; 

- Alcohol no destinado al consumo humano. 
3.4.2.3. El impuesto especial sobre las labores del tabaco30 

 
28 Directiva (UE) 2020/262 del Consejo de 19 de diciembre de 2019 por la que se establece el 
régimen general de los impuestos especiales. En este ámbito se deben tener en cuenta también 
el Reglamento (UE) nº 389/2012 del Consejo de 2 de mayo de 2012 sobre cooperación 
administrativa en el ámbito de los IIEE y el Reglamento Delegado (UE) 2022/1636 de la Comisión 
de 5 de julio de 2022 por el que se completa la Directiva (UE) 2020/262 del Consejo mediante el 
establecimiento de la estructura y el contenido de los documentos intercambiados en el marco 
de la circulación de productos sujetos a impuestos especiales y el establecimiento de un umbral 
para las pérdidas debidas a la naturaleza de los productos. Además, hay otros Reglamentos de 
ejecución tales como el relativo a la utilización de los documentos en el contexto de la circulación 
de productos sujetos a IIEE en régimen suspensivo y tras el despacho a consumo (2022/1637) 
o el relativo a normas de cooperación e intercambio de información (2016/323). Existen también 
algunos específicos para cada tipo de impuesto especial. 
29 La Directiva 92/83/CEE establece la estructura de los impuestos especiales sobre el alcohol y 
las bebidas alcohólicas, las categorías sujetas a impuestos y la base de cálculo. También incluye 
disposiciones especiales, como tipos reducidos para pequeñas cervecerías y destilerías, 
determinados productos y regiones geográficas. Por su parte, la Directiva 92/84/CEE establece 
los tipos mínimos que deben aplicarse a cada categoría de bebida alcohólica, así como tipos 
reducidos para determinadas regiones de Grecia, Italia y Portugal.  
30 Directiva del Consejo 2011/64/UE de 21 de junio de 2011 sobre la estructura y tipos de los 
impuestos especiales aplicables a los productos del tabaco elaborados. 
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Además de estar sujetos a las normas comunes sobre los impuestos especiales, 
la UE establece tipos mínimos armonizados del impuesto especial sobre las 
labores de tabaco. La legislación europea sobre impuestos especiales sobre las 
labores del tabaco abarca: 

- Las categorías de productos del tabaco elaborados; 

- Los principios de tributación; y 

- Los tipos mínimos y las estructuras aplicables. 

3.4.2.4. La tributación de la energía. 

Además de estar sujetos a las normas comunes sobre los impuestos especiales, 
la UE establece tipos mínimos armonizados para todos los productos 
energéticos utilizados en calefacción, transporte y electricidad. La legislación de 
la UE sobre impuestos especiales sobre la energía abarca: 

- Tipos y estructura de los impuestos especiales sobre productos energéticos; 

- Disposiciones específicas para el combustible de aviación; 

- Marcado fiscal de gasóleos y queroseno sujetos a un tipo reducido con el 
objetivo de prevenir la evasión fiscal y garantizar el correcto funcionamiento 
del mercado interior. 

El combustible de aviación, excepto el utilizado en vuelos privados de recreo está 
exento de acuerdo con la Directiva 2003/96/CE sobre la imposición de la energía. 
Sin embargo, los países de la UE pueden gravar el combustible de aviación para 
vuelos nacionales y, mediante acuerdos bilaterales, también el combustible 
utilizado en vuelos intracomunitarios. En tales casos, los países de la UE pueden 
aplicar un nivel de imposición inferior al mínimo establecido en la Directiva. 

En julio de 2021, la Comisión presentó una propuesta para revisar la Directiva 
para garantizar una mayor coherencia con otras políticas de la UE y contribuir a 
la consecución de los objetivos energéticos y climáticos de la UE a medio y largo 
plazo. No obstante, la ambición planteada en un principio se ha ido reduciendo 
en las negociaciones para tratar de llegar a un acuerdo que aún hoy está 
pendiente. 
 
4. EL PAPEL DE LAS INSTITUCIONES EUROPEAS 
4.1. EL CONSEJO Y LA COMISIÓN 

Además de la función de la iniciativa legislativa y de velar por el cumplimiento 
del derecho de la UE, la Comisión puede realizar, entre otras, funciones de 
asistencia a los estados miembros a través del denominado programa FISCALIS. 
Se trata de un programa de cooperación de la UE cuyo objetivo es apoyar a las 
autoridades tributarias para mejorar el funcionamiento del mercado interior en el 
ámbito tributario. Los objetivos específicos del programa son apoyar la política 
fiscal y la aplicación del Derecho de la Unión en materia de fiscalidad, fomentar 
la cooperación entre las autoridades tributarias, incluido el intercambio de 
información fiscal y apoyar el desarrollo de la capacidad administrativa, 
incluyendo la capacitación humana y el desarrollo y funcionamiento de los 
sistemas electrónicos europeos. Las actividades de colaboración del programa 
FISCALIS se implementan mediante subvenciones asignadas a cada uno de los 
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países participantes como beneficiarios, con base en los programas de trabajo 
plurianuales. 

Una vez adoptada una iniciativa legislativa en materia tributaria por el Colegio de 
Comisarios, esta se presenta al Consejo a través del grupo de trabajo de 
cuestiones fiscales de manera que se negocia un texto de compromiso que 
pueda ser acordado por todos los Ministros a nivel de ECOFIN. Resulta 
especialmente relevante en estas negociaciones el papel de las 
Representaciones Permanentes de los distintos Estados Miembros ante la UE 
ya que a través de los respectivos consejeros se realiza el seguimiento de los 
expedientes durante toda la negociación en los distintos niveles en que se 
produce: grupo de cuestiones fiscales de alto nivel (HLWP); Comité de 
Representantes Permanentes (COREPER) y Consejo de Ministros de Economía 
y Finanzas (ECOFIN). 

4.2. EL PARLAMENTO EUROPEO 

Si bien el Parlamento Europeo debe aprobar los informes preceptivos sobre las 
propuestas de la Comisión Europea con carácter previo a su aprobación formal 
por el Consejo, la realidad es que la relevancia del Parlamento Europeo en 
cuestiones fiscales es muy inferior a la que existe en cualquiera de los ámbitos 
en los que se aplica el procedimiento legislativo ordinario de codecisión. 

El Parlamento Europeo proporciona una plataforma para el debate sobre la 
fiscalidad internacional. En concreto, la creación de la Subcomisión de Asuntos 
Fiscales (FISC) en septiembre de 2020 fue un paso importante para seguir 
reforzando el papel del Parlamento Europeo en los debates fiscales 
internacionales. La Subcomisión colabora periódicamente con los Parlamentos 
nacionales, el mundo académico, las administraciones tributarias y la sociedad 
civil en forma de audiencias públicas, intercambio de puntos de vista, misiones 
a los Estados miembros y a terceros países, así como la organización del EU 
Tax Symposium. 

Antes de la creación de la Subcomisión, el Parlamento había creado comisiones 
temporales. En 2015, el Parlamento creó la Comisión Especial sobre 
Resoluciones Fiscales y otras medidas de naturaleza o efectos similares (TAXE) 
a raíz de las revelaciones de “Lux LEAKS”. Así, se pidió el intercambio 
sistemático de resoluciones fiscales entre las administraciones tributarias y se 
pronunció a favor de unas orientaciones para definir las normas adecuadas en 
materia de precios de transferencia y aclarar el concepto de “sustancia 
económica”.  

Posteriormente, tras otros escándalos se constituyeron otras Comisiones 
especiales: TAXE2 (centrada en los regímenes y prácticas perniciosas del 
impuesto sobre sociedades); PANA (centrada en la transparencia, la 
coordinación y la convergencia de las políticas de tributación de las sociedades) 
y TAXE 3 (centrada en investigar las cuestiones ligadas a la fiscalidad del sector 
digital, los programas nacionales de acceso a la nacionalidad – golden visa - y el 
fraude en materia de IVA). 

El Parlamento Europeo ha apoyado normalmente las líneas generales de los 
programas de la Comisión en cuanto a fiscalidad, siendo la lucha contra el fraude 
fiscal, la evasión de impuestos y el blanqueo de capitales una prioridad política 
de la legislatura actual y de la precedente.  
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4.3. EL TRIBUNAL DE CUENTAS 

El Tribunal de Cuentas Europeo audita las finanzas de la UE. Se trata de una 
tarea fundamental para mejorar la rendición de cuentas y la transparencia para 
reforzar la confianza de los ciudadanos. Se examinan los ingresos y los gastos 
en todos los ámbitos de trabajo de la UE, desde el crecimiento y el empleo hasta 
la política medioambiental y la acción por el clima. 

En el ámbito tributario, se adoptan periódicamente informes en los que se 
analizan algunas áreas específicas. Así, por ejemplo, en noviembre de 2024 se 
publicó el informe relativo a la lucha de la UE contra los regímenes fiscales 
perniciosos y la elusión del impuesto sobre sociedades31. 

4.4. EL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA  

Existe en esta obra un capítulo específico dedicado a esta cuestión. Como se ha 
comentado anteriormente se debe destacar especialmente en el ámbito tributario 
su papel ante las demandas presentadas por infracciones de los Estados 
Miembros del derecho comunitario una vez finalizada la fase administrativa tras 
la carta de emplazamiento y el dictamen motivado. Es el caso de las 
discriminaciones que se establecen en favor de los residentes de un estado 
miembro respecto de los que no residen en él en relación con la aplicación de 
las normas de los tributos. También destaca la resolución de los expedientes por 
ayudas de Estado derivadas de incentivos fiscales que inicie la Comisión 
Europea para el caso en que sean recurridos. Esta cuestión de las ayudas de 
estado también cuenta con un capítulo específico. 

4.5. EL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL 

Se trata de un órgano consultivo de la UE compuesto por representantes de las 
organizaciones de trabajadores, empresarios y otros grupos de interés. Emite 
dictámenes sobre cuestiones de la UE para la Comisión Europea, el Consejo de 
la UE y el Parlamento Europeo, y actúa como puente entre las instituciones de 
la Unión con capacidad decisoria y los ciudadanos europeos. Así, en el ámbito 
tributario, las iniciativas legislativas presentadas por la Comisión serán 
informadas de manera preceptiva pero no vinculante por el Comité Económico y 
Social con carácter previo a su adopción formal por el Consejo de la UE. 

4.6. EL COMITÉ DE LAS REGIONES 

Se trata de un órgano consultivo de la UE compuesto por representantes 
elegidos a escala local y regional, procedentes de todos los 27 estados miembros 
de la UE. A través de este Comité, los representantes pueden dar a conocer su 
opinión sobre la legislación de la UE que repercute directamente en las regiones 
y ciudades. 

Así, la Comisión Europea, el Consejo de la UE y el Parlamento Europeo deben 
consultar al Comité de las Regiones al elaborar actos legislativos sobre asuntos 
relacionados con la administración local y regional, como la sanidad, la 
educación, el empleo, la política social, la cohesión económica y social, el 
transporte, la energía y el cambio climático. De lo contrario, puede llevar el 
asunto al Tribunal de Justicia. Aunque no tiene competencias en materia 
tributaria, sí puede emitir dictámenes por iniciativa propia. Por ejemplo, han 

 
31 Informe Especial 27/2024: Lucha contra los regímenes fiscales perniciosos y la elusión del 
impuesto de sociedades.  
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emitido un dictamen en relación con la Directiva de la tributación mínima global 
(pilar 2)32. 
 
5. RETOS PARA EL FUTURO  

Vivimos un cambio de tendencia en la fiscalidad internacional que tendrá su 
reflejo también a nivel de la UE. Después de la última década con un récord de 
iniciativas legislativas parece que en principio el próximo período no será tan 
prolífico.  

Resulta significativo que el nuevo Comisario competente para la fiscalidad sea 
el Comisario de Clima, Cero Emisiones y Crecimiento Limpio, Wopke Hoekstra. 
A diferencia de anteriores ocasiones la fiscalidad no se enmarca en una cartera 
económica.  

5.1. PROYECTO DE SIMPLIFICACIÓN 

Como retos para el futuro, en primer lugar, destaca el proyecto de simplificación 
de la normativa a nivel horizontal que se ha iniciado en la UE para contribuir a 
mejorar su competitividad. La agenda tributaria tendrá su propio espacio dentro 
de este proyecto. De hecho, el Consejo ECOFIN de 11 de marzo de 2025 aprobó 
unas Conclusiones sobre la agenda fiscal de simplificación y ordenación que 
contribuya a la competitividad de la UE.  

En estas conclusiones se señala que las numerosas iniciativas legislativas 
aprobadas en los últimos años están cumpliendo sus objetivos. No obstante, se 
indica que se pueden reducir cargas administrativas y de suministro de 
información para las empresas y las administraciones. También se pueden 
eliminar normas superpuestas o desfasadas o mejorar la claridad de las normas 
(incluyendo mediante guías interpretativas) o los procedimientos para su 
aplicación. Todo ello manteniendo la eficacia en la lucha contra el fraude, la 
evasión y la elusión fiscal.  

La Comisión Europea ha comenzado un análisis de las distintas directivas en 
vigor y debe presentar un informe antes del final del tercer trimestre de 2025 que 
incluya una hoja de ruta para este proceso. En este contexto la Comisión 
Europea ha mostrado su intención de presentar una directiva ómnibus de 
simplificación para las cuestiones fiscales a lo largo del primer semestre del año 
próximo que podría incluir modificaciones en todas las directivas en este 
contexto, así como una directiva específica (DAC10) para actualizar la Directiva 
de Cooperación Administrativa especialmente en lo relativo a los signos 
distintivos de los mecanismos de planificación fiscal agresiva. 

5.2. FISCALIDAD EMPRESARIAL 

Otra cuestión protagonista del debate es la fiscalidad empresarial. En particular, 
respecto de las propuestas aún pendientes de negociación cabe señalar que 
respecto a la propuesta de Directiva UNSHELL33 se ha decidido esperar a la 
propuesta de modificación de la Directiva de Cooperación Administrativa para 
tener en cuenta la cuestión de las empresas cascarón en relación con los signos 
distintos de los mecanismos de planificación fiscal agresiva objeto de 

 
32 Opinion on ensuring a global minimum level of taxation for multinational groups in the Union (2022) 
33 Propuesta de Directiva del Consejo por la que se establecen normas para evitar el uso indebido de 
sociedades fantasma a efectos fiscales y se modifica la Directiva 2011/16/UE – COM (2021) 565 
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intercambio automático de información. En cuanto a la propuesta de directiva 
sobre precios de transferencia34, las dudas técnicas sobre la posibilidad de 
establecer un estándar diferenciado respecto del de la OCDE han provocado que 
se planteen soluciones menos ambiciosas como un foro de expertos a 
semejanza del ya extinguido Foro Conjunto de Precios de Transferencia. En 
cuanto a la propuesta de Directiva BEFIT35 su ambicioso planteamiento requiere 
aún de muchas negociaciones a nivel técnico sin que esté claro que en esta 
ocasión se pueda llegar a un acuerdo. 

En este contexto destaca la conclusión de las negociaciones en relación con los 
pilares 1 y 2 de la reforma fiscal internacional de la OCDE y sus implicaciones 
para la UE. El cambio de posición de EE. UU. tras las elecciones de noviembre 
de 2024 supone que el acuerdo en el pilar 1 no parece posible sobre la base en 
la que se había estado trabajando y que algunas cuestiones sobre el pilar 2 serán 
cuestionadas, entre otras, la regla de los beneficios infragravados (UTPR). 

Como consecuencia de ello se podrían restablecer las sanciones comerciales 
que se acordaron por EE. UU. a los estados que establecieron un impuesto sobre 
determinados servicios digitales. Estas sanciones fueron suspendidas en tanto 
se lograba un acuerdo sobre el pilar 1. Por otro lado, se podría recuperar 
igualmente una propuesta de impuesto sobre los servicios digitales a nivel UE 
con una base imponible amplia y un tipo impositivo reducido que pudiese ser 
considerado como no discriminatorio por parte de la administración 
estadounidense.  

Esta propuesta ya se planteó en su momento como un posible nuevo recurso 
propio de la UE. En el contexto de la negociación del futuro marco financiero 
plurianual para los años 2028-2034 se espera que el debate sobre unos nuevos 
recursos propios de la UE sea fundamental. Se necesitan más recursos para 
hacer frente, entre otras, a las nuevas necesidades derivadas del mecanismo de 
recuperación y resiliencia. No obstante, en la presentación de la propuesta36 del 
nuevo marco financiero plurianual no se ha incluido una propuesta en este 
sentido. 

5.3. INCENTIVOS FISCALES 

Dada la necesidad de reforzar la competitividad de la Unión Europea, se están 
planteando una serie de incentivos fiscales en diversos sectores a incorporar por 
los estados miembros en su legislación interna. Así, se ha publicado una 
recomendación en este sentido para apoyar el Clean Industrial Deal durante el 
segundo trimestre de 202537. Igualmente se ha modificado el marco de ayudas 
de estado38 para hacer posible la adopción de estos incentivos fiscales. 

 
34 Propuesta de Directiva del Consejo sobre precios de transferencia – COM (2023) 529 
35 Propuesta de Directiva del Consejo relativa a las empresas en Europa: Marco para el impuesto 
sobre sociedades (BEFIT) – COM(2023) 532 
36 https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/ip_25_1847 
37 https://taxation-customs.ec.europa.eu/news/european-commission-makes-recommendations-
tax-incentives-accelerate-clean-industrial-transition-2025-07-02_en 
 (Commission Recommendation of 2.7.2025 on tax incentives to support the Clean Industrial Deal in 
light of the Clean Industrial Deal State Aid Framework). 
38 https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/ip_25_1598 (Marco de Ayudas estatales 
en apoyo del pacto por una industria limpia de 25 de junio de 2025) 
 

https://taxation-customs.ec.europa.eu/news/european-commission-makes-recommendations-tax-incentives-accelerate-clean-industrial-transition-2025-07-02_en
https://taxation-customs.ec.europa.eu/news/european-commission-makes-recommendations-tax-incentives-accelerate-clean-industrial-transition-2025-07-02_en
https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/ip_25_1598
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5.4. FUTURAS PROPUESTAS 

Se deben destacar dos sectores sobre los que se esperan propuestas 
específicas: por un lado, el 16 de julio de 2025 se presentó la revisión de la 
directiva sobre la estructura y tipos del impuesto especial sobre las labores del 
tabaco que se negociará en el Consejo durante los próximos meses y, por otro 
lado, se anunciaron propuestas en relación con el sector financiero para el que 
se plantea una propuesta para un marco tributario coherente del sistema 
financiero en la UE que facilite las operaciones transfronterizas y acelere su 
digitalización e innovación. También se debe tener en cuenta el sector 
energético, para el que se espera finalizar las negociaciones de la directiva de 
tributación de la energía (la presidencia danesa lo ha señalado como su principal 
prioridad en el área tributaria) y explorar una orientación “verde” para el sistema 
del impuesto sobre el valor añadido. 

5.5. OTRAS CUESTIONES 

Hay otra serie de cuestiones a las que se debe prestar atención, aunque sea aún 
pronto para predecir el impacto que pueden tener.  

Tras un período previo centrado en la fiscalidad empresarial, se espera más 
protagonismo respecto a la tributación de las personas físicas: a nivel de la 
OCDE hay un proyecto en curso sobre la cuestión del teletrabajo que podría 
tener su traslado a nivel de la UE; existe la posibilidad de extender el ámbito del 
Código de Conducta de fiscalidad empresarial de la UE al análisis de regímenes 
preferenciales también de personas físicas; por otro lado hay un proyecto a nivel 
del G20 sobre un tributo para los ultrarricos que podría tener alguna incidencia 
en el ámbito de la UE. 

La negociación de la Convención Marco para la Cooperación fiscal internacional 
en Naciones Unidas junto con sus dos protocolos marcará los próximos años en 
la fiscalidad internacional. La Unión Europea ha trabajado de manera coordinada 
por las distintas presidencias de turno del Consejo de la UE. De hecho, la primera 
posición común de la UE en materia fiscal se acordó durante la presidencia 
española del Consejo de la UE en este contexto y después se han logrado más. 
Será un tema en el que se intentará seguir actuando de manera coordinada. 

Finalmente, el ámbito de la cooperación administrativa en la lucha contra el 
fraude, la evasión y la elusión fiscal, así como las cuestiones relativas a la 
implementación de las distintas medidas por las administraciones tributarias, 
incluyendo las cuestiones relativas a la inteligencia artificial, seguirán, como 
hasta ahora, ocupando un lugar central en las distintas propuestas que se 
planteen. 

 

6. CONCLUSIONES 

A pesar de que la materia tributaria es una respecto de las cuales los estados 
miembros han sido más reticentes a ceder soberanía a la Unión Europea, las 
implicaciones tanto de las cláusulas incluidas en los Tratados como de los actos 
que emanan de las Instituciones han sido muy relevantes en el ámbito 
doméstico. 

Tanto a través de directivas cada vez más detalladas como de la jurisprudencia 
del tribunal de justicia a través del denominado como proceso de armonización 
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negativa o incluso del soft law, la realidad es que nuestra normativa tributaria 
está influida de manera muy clara por el derecho tributario europeo ya que 
nuestro derecho nacional ha tenido que adaptarse para cumplir con todo ello. 

En relación con los retos a futuro, se espera un período con más calma en 
relación con los últimos períodos y atendiendo principalmente a revisar las 
propuestas ya existentes mediante el proceso de simplificación emprendido, así 
como a atender las nuevas necesidades que vayan surgiendo en otros ámbitos 
y que pueden tener derivadas tributarias. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos 
de la Comisión Europea por avanzar en el paso de la unanimidad a la mayoría 
cualificada en cuestiones fiscales, parece aún lejano que los estados miembros 
puedan aceptar este cambio. 
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